El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / DEVOLUCIÓN DINERO ENCONTRADO A UN RECLUSO / SOLO PROCEDE CUANDO LA PERSONA RECOBRE SU LIBERTAD / POR ENDE, NEGARLO ANTES NO VULNERA NINGÚN DERECHO.
En relación con el derecho al debido proceso administrativo, ha dicho la Corte Constitucional:

“En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se encuentra regulado en el Artículo 29 de la Constitución Política, en el cual se determina la aplicación del debido proceso en “toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”; así como en el Artículo 209 del mismo texto y en el numeral 1º del Artículo 3º de la Ley 1437 de 2011, normas en las que se regula como un principio fundamental de la función administrativa”. (…)
El 13 de noviembre de 2018 funcionarios del INPEC, decomisaron al señor José Alberto García Ramírez varios elementos, entre ellos, la suma de $1.867.000. (…)
El 5 de junio de este año, el citado señor solicitó a la entidad demandada se reconociera personería a su cónyuge para que, en su nombre, adelantara el trámite de devolución del dinero incautado.

Por oficio de esa misma fecha, el Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira respondió que no era posible acceder a esa petición, ya que de conformidad con los lineamientos de la Dirección General del INPEC y la Resolución No. 002568 de 2015 “el dinero decomisado... dentro de los centros de reclusión solo será posible su devolución cuando la persona certifique su libertad.”   

Surge de las anteriores pruebas que en este caso ninguna vulneración de derechos se produjo, por el contrario ese último funcionario actúo de conformidad con las normas que rigen la materia…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, agosto catorce (14) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 363 del 14 de agosto de 2019


Expediente No. 66001-31-03-005-2019-00212-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el accionante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 28 de junio último, en la acción de tutela que instauró el señor José Alberto García Ramírez contra el Director Nacional del Instituto Nacional Penitenciario -INPEC- y el Director y el Pagador del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, a la que fueron vinculados el Coordinador del Área Administrativa y Financiera de esa última entidad y la Directora del INPEC Regional Viejo Caldas.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 13 de noviembre de 2018 autoridades del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira le incautaron la suma de $1.867.000.

1.2 Este valor aún no le ha sido devuelto “y actualmente mi familia y yo estamos en grave estado de vulnerabilidad y necesitamos dicho dinero”.
1.3 Elevó petición para obtener la devolución del dinero y autorizó a su esposa para reclamarlo; sin embargo, el Director del Centro Penitenciario le negó esa solicitud con sustento en que solo puede hacerlo cuando obtenga su libertad, de conformidad con la Resolución No. 0002568 del 17 de julio de 2015.

1.4 La demandada nunca le puso en conocimiento el contenido de esa última Resolución.

1.5 La decisión adoptada lo desfavorece, ya que además de que requiere el dinero decomisado para garantizar el sostenimiento de su familia, esa suma “pierde poder adquisitivo cada dia (sic) que pasa y la Carcel (sic) no reconoce intereses”.
1.6 Según el artículo 48 de la Resolución 006349 de 2016, los elementos prohibidos, entre los cuales se encuentra el dinero, serán entregados a la persona que autorice el interno. 
1.7 Cuestiona el hecho de que si ese acto administrativo constituye el reglamento general del INPEC por qué le aplican a su caso, ocurrido en 2018, una Resolución anterior, la cual, además, es contraria a la Ley 1709 de 2014 y al Código Penitenciario “normatividad vigente y la más favorable para la persona privada de la libertad”.  
2. Considera lesionados los derechos de petición, debido proceso e igualdad. Para su protección, solicita se ordene al Centro Penitenciario y Carcelario devolver sus pertenencias a su cónyuge.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 14 de junio se admitió la acción y se ordenó vincular al Coordinador del Área Administrativa y Financiera del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira y a la Directora del INPEC Regional Viejo Caldas. 

2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 La Directora del INPEC Viejo Caldas manifestó que en los establecimientos penitenciarios y carcelarios existe un Director, quien tiene a su cargo todo lo que ocurra allí; en este caso, el competente para atender la petición del accionante es el de la cárcel de Pereira. Agregó que no se evidencia lesión alguna de los derechos del actor; al contrario, la posesión de dinero constituye una infracción al régimen disciplinario interno y según las Resoluciones 002568 del 2015 y 6349 de 2016, solo procede su devolución cuando se certifique la libertad del preso.
2.2 El Coordinador del Grupo de Tutelas del INPEC señaló que el Director General de esa entidad no ha intervenido en la actuación reprochada, ya que la petición fue presentada y resuelta por el Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, en quien, entonces, recae exclusivamente la competencia para resolver el caso.
2.3 El Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira indicó que es cierto que al accionante le fue incautada la suma de $1.867.000, en un procedimiento de registro y control llevado a cabo por la guardia el 11 de noviembre de 2018 y explicó que según los artículos 121 de la Ley 65 de 1993 y 44 de la Resolución 006349 de 2016, en su orden, el uso de dinero constituye una falta disciplinaria y el monto decomisado será devuelto en su totalidad al interno cuando le sea otorgada la libertad. En este caso, con el solo hecho de tener consigo esa gran suma de dinero, se vulnera la seguridad del establecimiento. Además, en el proceso disciplinario adelantado contra el actor, este no declaró si aquella suma fue obtenida de manera lícita o si era producto de delitos “que no son denunciados por los demás privados de la libertad, solo adujo que eran ahorros producto de su trabajo. Lo que causa curiosidad, es que es su labor de recuperador ambiental mensualmente se le cancela la suma de 26.098”. Solicita se niegue el amparo por falta de vulneración de derechos.
3. Mediante sentencia del 28 de junio la funcionaria de primera sede negó el amparo invocado.
Para decidir así consideró que se respetó el derecho de petición, pues el Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira brindó respuesta de fondo y de manera clara y concreta a la solicitud de devolución de dinero que elevó el demandante. Estimó que de conformidad con los artículos 39, 44 y 48 de la Resolución No. 6349 de 2016, el uso de dinero al interior de la cárcel está expresamente prohibido y por tanto, el que se halle en posesión de un interno será incautado hasta que recobre su libertad. Solo cuando se trate de elementos no permitidos, como artefactos de comunicación o prendas, serán entregados a la persona autorizada por el recluso. Concluyó que lo que pretende el accionante es aplicar a su caso una norma que no corresponde a su situación, ya que existe una normativa que regula específicamente lo relativo a la incautación de dinero y por tanto es esta la que se debe atender “y no la relacionada con elementos no permitidos”. 
4. Inconforme con el fallo, el accionante lo impugnó. Alegó que si bien la funcionaria de primera instancia sustentó su decisión de el acto administrativo 006349 de 2016, el cual establece que el dinero decomisado se devolverá al interno cuando obtenga su libertad, lo cierto es que en el artículo 48 de esa misma resolución “habla sobre el control de los elementos permitidos” y estipula que cuando se incauten, serán entregados a las personas autorizadas por el condenado. En su artículo 50, además, se enuncian los elementos prohibidos, entre los cuales se encuentra el dinero, es decir que no solo los bienes no permitidos son las prendas y los enseres, y por tanto se debía proceder a su devolución, de acuerdo con aquel artículo. Concluyó que existen dos normas que regulan el procedimiento de devolución de dinero y por ello se le debe aplicar la que resulta más favorable. 
Solicita se revoque el fallo recurrido y se acceda a sus pretensiones.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso, la decisión de no devolver la suma de dinero incautada al actor, al interior de la penitenciaría en la que se encuentra recluido, vulnera sus derechos.

3. En relación con el derecho al debido proceso administrativo, ha dicho la Corte Constitucional:

“En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se encuentra regulado en el Artículo 29 de la Constitución Política, en el cual se determina la aplicación del debido proceso en “toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”; así como en el Artículo 209 del mismo texto y en el numeral 1º del Artículo 3º de la Ley 1437 de 2011, normas en las que se regula como un principio fundamental de la función administrativa.
 
Frente a este particular, en la Sentencia C-980 de 2010, la Corte señaló que el debido proceso administrativo ha sido definido jurisprudencialmente como:
“(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”
. Ha precisado al respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados” 
.
 
En la misma providencia, se determinó que las garantías establecidas en virtud del debido proceso administrativo, de acuerdo a la jurisprudencia sentada por este alto Tribunal, son las siguientes:

 

“(i) ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.”

 

Para las autoridades públicas, el debido proceso administrativo implica una limitación al ejercicio de sus funciones, puesto que en todo proceso, desde su inicio hasta su fin, deben obedecer de manera restrictiva a los parámetros procedimentales determinados en el marco jurídico vigente. Con lo anterior se pretende eliminar todo criterio subjetivo que pueda permear el desarrollo de los procesos administrativos y, a su vez, evitar la conducta de omisión, negligencia o descuido en que puedan incurrir los funcionarios relacionados en el proceso…” 

4. Las pruebas allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:
4.1 El 13 de noviembre de 2018 funcionarios del INPEC, decomisaron al señor José Alberto García Ramírez varios elementos, entre ellos, la suma de $1.867.000
.
4.2 Por auto del 3 de diciembre siguiente se dio apertura a investigación disciplinaria en su contra
 y en esa misma fecha se llevó a cabo diligencia de descargos, acto en el que se le informó sobre su derecho de estar asistido por un abogado, a lo que dijo no necesitarlo
. 
4.3 Mediante Resolución No. 488 del 4 del citado mes, se dispuso sancionar al recluso con la pérdida de 120 días de redención al haber sido encontrado responsable de portar elementos expresamente prohibidos por la Ley 65 de 1993 y por el Reglamento General. Se le advirtió además que contra ese acto procedían los recursos de reposición y apelación
.   

4.4 Con ocasión al recurso de reposición formulado por el actor contra ese acto administrativo
, el 2 de abril de 2019 se profirió Resolución No. 193, por medio de la cual se decidió confirmarlo
.
4.5 El 4 de abril el accionante presentó recurso de apelación
, pero este fue declarado improcedente por no haber sido propuesto de manera subsidiaria al de reposición
.

4.6 El 5 de junio de este año, el citado señor solicitó a la entidad demandada se reconociera personería a su cónyuge para que, en su nombre, adelantara el trámite de devolución del dinero incautado
.

4.7 Por oficio de esa misma fecha, el Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira respondió que no era posible acceder a esa petición, ya que de conformidad con los lineamientos de la Dirección General del INPEC y la Resolución No. 002568 de 2015 “el dinero decomisado... dentro de los centros de reclusión solo será posible su devolución cuando la persona certifique su libertad.”  

5. Surge de las anteriores pruebas que en este caso ninguna vulneración de derechos se produjo, por el contrario ese último funcionario actúo de conformidad con las normas que rigen la materia, las cuales se concretan en las siguientes:
El Código Penitenciario y Carcelario establece en su artículo 89 que: “Se prohíbe el uso de dinero en el interior de los centros de reclusión” mientras que en el 122 determina que los elementos prohibidos que se hallen en poder del interno, serán decomisados.
De igual manera, el artículo 44 de la Resolución No. 006349 del 19 de diciembre de 2016, “Por la cual se expide el Reglamento General de los Establecimientos de Reclusión del Orden Nacional-ERON a cargo del INPEC”, dice en su parte pertinente que “Los dineros que se llegaren a encontrar en operativos de registro y control serán incautados, sin perjuicio del respectivo proceso disciplinario, de conformidad con los procedimientos adoptados por el INPEC. El dinero en efectivo incautado se devolverá en su totalidad a la persona privada de la libertad quien lo tenía consigo, conservaba en sus pertenencias o escondido en algún lugar del establecimiento de reclusión, cuando le sea otorgada la libertad”.
Es claro entonces que de acuerdo con esas disposiciones, el dinero constituye un bien prohibido al interior de los centro de reclusión y cuando le sea incautado a un interno, se le devolverá al momento que recobre su libertad, razón por la cual, hasta este punto, ninguna lesión de garantías fundamentales se podría atribuir a la demandada.
El recurrente comparte parcialmente el anterior postulado; empero alega que aquel mismo acto administrativo contempla en su artículo 48 que los elementos no permitidos al interior del establecimiento serán devueltos a la persona que autorice el recluso, es decir que existen dos normas que regulan la cuestión de manera opuesta y por tanto, aduce, se debe aplicar la que resulte más favorable.
La Sala no comparte ese argumento como quiera que en este caso existe una norma expresa que determina el momento en el que se hará la devolución del dinero incautado y de la interpretación de aquella que cita el actor se deduce que la posibilidad de retornar elementos no permitidos al interior de la cárcel a las personas autorizadas por el recluso, se aplica a otra clase de bienes.

En efecto, la parte final del inciso tercero del mencionado artículo 48 señala que los elementos no permitidos, que son objeto de decomiso, serán “entregados en su totalidad a quien esté debidamente autorizado por la persona privada de la libertad para recibirlo, o en su defecto, se enviarán al depósito de prendas del almacén”, es decir que los artículos de que se trata son de otra clase diferente al dinero, tales como prendas de vestir y enseres, al ser bienes que sí puedan ser depositados en almacenes, lo que no ocurre con aquel tipo de activo, el que, al producirse su decomiso, debe ser consignado en las cuentas bancarias respectivas.
Esa distinción se hace de forma patente en artículo 28 del acto administrativo tantas veces citado, que regula lo relativo a la requisa de ingreso del recluso, así: “Los objetos serán recogidos, embalados y entregados al almacén para su custodia o entregarlos a quien indique la persona privada de la libertad. El dinero será entregado a pagaduría del establecimiento a más tardar el día siguiente de la requisa, donde se levantará un acta de recibo firmada por el comandante de guardia, el servidor público de custodia responsable de la recepción de la persona privada de la libertad, a quien debe entregarse copia de este documento, y el responsable de pagaduría. En el aplicativo SISIPEC, el encargado de la cuenta matriz realizará el registro correspondiente.”
En estas condiciones la decisión de no acceder a la solicitud de devolución del dinero incautado, en los términos requeridos por el actor, no lesiona los derechos que este invocó, sino que resulta acorde con el principio de legalidad. 
Por tanto el fallo de primera instancia será confirmado.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E :
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 28 de junio último, dentro de la acción de tutela promovida por el señor José Alberto García Ramírez contra el Director Nacional del Instituto Nacional Penitenciario -INPEC- y el Director y el Pagador del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, a la que fueron vinculados el Coordinador del Área Administrativa y Financiera de esa última entidad y la Directora del INPEC Regional Viejo Caldas.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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